ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 09 006 2017 00057
 ACCIONANTE: LUIS GONZAGA SALAZAR AGUDELO VS. COLPENSIONES 

ASUNTO: CONFIRMA  

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 29 de agosto de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma amparo

Radicación Nro. :
66001 31 09 006 2017 00057
Accionante: 
LUIS GONZAZA SALAZAR AGUDELO

Accionado:
COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN - RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE INVALIDEZ  / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [E]sta Colegiatura considera que corresponde a Colpensiones emitir una respuesta de fondo, clara y precisa relativa a la solicitud de reconocimiento de la prestación pensional por invalidez demandada por la apoderada judicial del señor Luis Gonzaga Salazar Agudelo, habida cuenta que ya transcurrió el término de los 4 meses que indica la jurisprudencia constitucional para que se materialice el derecho de petición de índole pensional pensiones. Lo anterior, por cuanto Colpensiones tiene la obligación de brindar respuestas completas y oportunas a las solicitudes que formulen los afiliados, sin que las mismas impliquen que sean o no favorables a sus intereses, pues  al juez de tutela no le es dable indicar en qué términos debe ser resueltas las inquietudes. Es este orden de ideas, la jurisprudencia también ha sido clara en señalar que: “el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”. Consecuente con lo anterior, la decisión que se impone adoptar es la confirmación del fallo impugnado, en atención a que se advierte que no ha cesado la vulneración del derecho fundamental de petición al señor Salazar Agudelo.

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veintinueve (29) de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0857 
Hora: 2:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por COLPENSIONES frente al fallo emitido el 11 de julio de 2017 por el Juzgado 6º Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira dentro de la tutela presentada por la abogada Dora Clemencia Giraldo López, apoderada judicial del señor Luis Gonzaga Salazar Agudelo en contra de esa entidad.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1.  Informó la abogada del señor Luis Gonzaga Salazar Agudelo que el 23 de noviembre de 2016 su mandante envió a Colpensiones una solicitud de reconocimiento y pago de pensión de invalidez a través de correo certificado, el cual quedó bajo el radicado 2016_13676070 del 24 de noviembre de 2016, de la cual se desprendió una respuesta  de esta misma fecha en la que la entidad comunicaron que el formulario se encontraba incompleto.

Por lo anterior, el 2 de febrero de 2017 el accionante a través de su apoderada, envió a Colpensiones el formulario de solicitud de prestaciones económicas debidamente diligenciado y corregido, a través de la empresa de correo DEPRISA con guía la Nº 999033183229, el cual fue recibido por Colpensiones el 3 de febrero de 2017 sin que a la fecha hubiera recibido respuesta alguna. 
Por lo tanto, acudió al juez de tutela con el fin de que se tutelaran los derechos fundamentales de petición y debido proceso y en tal virtud, se ordenara a Colpensiones que en un término de 48 horas respondiera de fondo y en concreto la solicitud de pensión de invalidez respectiva, toda vez que se requiere con urgencia que se defina a su mandante sobre su solicitud pensional, toda vez que es una persona adulta mayor y sin ingresos para su sustento  (Fls. 1-7).
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda (Fls. 8-44).
3.  RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1. COLPENSIONES 
Informó que la petición radicada por el accionante fue resuelta a través de un oficio del 6 de febrero de 2017 en el que se le responde sobre su solicitud de pensión de invalidez y se da alcance al requerimiento con fecha del 24 de noviembre de 2016. 

Por lo anterior, consideró que no se han vulnerado las garantías constitucionales reclamadas por el accionante, toda vez que el motivo objeto de tutela fue superado. En tal sentido, solicitó se declarara improcedente la acción de tutela contra Colpensiones (Fls. 49-52)

Adjuntó el oficio del 6 de febrero de 2017 con radicado BZ2017_1227625-0319795 dirigido al señor Luis Gonzaga Salazar Agudelo (Fl.53).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 11 de julio de 2017 el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira decidió tutelar el derecho fundamental de petición al señor Luis Gonzaga Salazar Agudelo, toda vez que consideró que aunque la entidad accionada allegó respuesta al derecho de petición, no demostró que la misma hubiese sido puesta en conocimiento del peticionario (Fls.55-57).
COLPENSIONES fue notificado del fallo mediante oficio No.1212 de julio 11 de 2017 (Fl. 59 frente), el cual fue enviado a través de correo electrónico el 12 de julio de 2017 (folio 59, vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, COLPENSIONES  allegó un escrito con fecha del 14 de julio de 2017 en el que insistió que ya se había dado respuesta de fondo al actor el 6 de febrero de 2016, existiendo una carencia actual de objeto por hecho superado. Solicitó se concediera la impugnación y se ordenara el archivo trámite de la acción de tutela. (Fls 60-61).
Adjuntó copia de guía de entrega de noviembre de 2016, de los oficios del 6 de febrero de 2017 y del 24 de noviembre de 2016 (Fls.63-64)

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA
6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante.

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  Así mismo, la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.4. En lo que respecta al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”

6.5. La Corte Constitucional ha propuesto y delimitado unas subreglas que se deben tener en cuenta por los operadores jurídicos al momento de hacer efectivo el derecho fundamental de petición y en tal sentido, en la Sentencia T-377 de 2000 analizó el dicha garantía  y estableció 9 características del mismo
: 
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta”. (Subrayas propias)

6.6.  Con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones la Corte Constitucional estableció diferentes supuestos en la Sentencia T-208 de 2012 para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.”
.   Así las cosas, es claro que cuando a la entidad encargada de pensiones se le solicita el reconocimiento de dicha prestación, ella tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y en todo caso seis meses para tomar las medidas necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. Es clara la jurisprudencia al establecer que el desconocimiento de dichos términos, no sólo acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición, sino también del derecho a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna; por lo cual a partir de ese entonces, se vuelve procedente el amparo constitucional
.  

En conclusión, en virtud de artículo 23 Superior, las personas tienen el derecho de presentar peticiones respetuosas a la administración y a recibir una respuesta que llene los requisitos planteados por la jurisprudencia en la materia. Dicho derecho cobija las solicitudes que se hagan en materia pensional, frente a las cuales la entidad tiene cuatro meses para dar una respuesta de fondo. Cuando dicho plazo se incumple, no sólo se vulnera el derecho de petición, sino que también se ponen en riesgo los derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social, frente a lo cual debe entrar el juez constitucional a proteger a la persona.”  (Subrayas propias)

6.7.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.7.1. En el caso bajo estudio, observa que la apoderada judicial del señor Luis Gonzaga Salazar Agudelo acudió a la acción de tutela con el fin de que se le proteja su derecho fundamental de petición a su mandante, el que consideró vulnerado por la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en atención a que esa entidad no había resuelto la solicitud radicada el 26 de noviembre de 2016, tendiente a que se le reconozca y pague la pensión de invalidez, de conformidad con los requisitos legales que consideró cumple el actor y con fundamento en pruebas aportadas con el escrito petitorio. 

6.7.2.  Por su parte, Colpensiones insiste que con la comunicación del 6 de febrero de 2017, se dio respuesta de fondo al accionante  a su requerimiento.  Al respecto, la Sala observa que el Gerente Nacional de Servicio al Ciudadano de Colpensiones informó al señor Salazar Agudelo que debía presentar los siguientes documentos (folio 63):
1) Certificado de EPS de pago de incapacidades o certificación de NO pago de incapacidades o certificación de afiliación al régimen subsidiado.

2) Dictamen de calificación por pérdida de capacidad laboral. JRCI Y JNCI.

3) Constancia de ejecutoria del dictamen de pérdida de capacidad laboral.

4) Poder debidamente conferido con presentación personal ante notario público.

5) Formato de información de EPS.

6) Formato declaración de no pensión.

6.7.3.  Sin embargo, al dar lectura al escrito anteriormente relacionado, esta Sala concluye que Colpensiones no ha  resuelto la petición sobre el reconocimiento o no de la pensión de invalidez reclamada por el accionante, máxime que dentro de la foliatura se encuentran que con la solicitud de prestaciones sociales, pensión de invalidez, el accionante allegó copia de los siguientes documentos que coinciden con los solicitados por Colpensiones con el fin de tramitar el pedimento del señor Salazar Agudelo:

1) Certificado del 3 de marzo de 2016 expedido por la EPS CAFESALUD en el que se indica que el señor Salazar Agudelo no registra incapacidades (Fl. 30).

2) Formulario de calificación No.2015109414QR de la PCL expedido por Colpensiones (Fls. 27 y 28).

3) Oficio del 22 de febrero de 2016 emitido por la Coordinadora Nacional de Asalud en el que informa que el dictamen No.2015109414QR se encuentra en firme (Fl. 29).
4) Poder conferido por el señor Salazar Agudelo a la doctora Dora Clemencia Giraldo López ante la Notaría 4ª Círculo (Fl. 33).

5) Formato de información de la EPS a la cual se encuentra afiliado el señor Agudelo Gonzaga (Fl. 31).

6) Formato de declaración de NO pensión (Fl. 32).
6.7.4. Así las cosas, esta Colegiatura considera que corresponde a Colpensiones emitir una respuesta de fondo, clara y precisa relativa a la solicitud de reconocimiento de la prestación pensional por invalidez demandada por la apoderada judicial del señor Luis Gonzaga Salazar Agudelo, habida cuenta que ya transcurrió el término de los 4 meses que indica la jurisprudencia constitucional para que se materialice el derecho de petición de índole pensional pensiones.  Lo anterior, por cuanto Colpensiones  tiene la obligación de brindar respuestas completas y oportunas a las solicitudes que formulen los afiliados, sin que las mismas impliquen que sean o no favorables a sus intereses, pues  al juez de tutela no le es dable indicar en qué términos debe ser resueltas las inquietudes. Es este orden de ideas, la jurisprudencia también ha sido clara en señalar que: “el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”
. 

6.7.5. Consecuente con lo anterior, la decisión que se impone adoptar es la confirmación del fallo impugnado, en atención a que se advierte que no ha cesado la vulneración del derecho fundamental de petición al señor Salazar Agudelo.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 11 de julio de 2017 por el Juzgado 6º Penal de Pereira dentro de la acción de tutela presentada por la apoderada judicial del señor Luis Gonzaga Salazar Agudelo en contra de Colpensiones.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.
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